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como apelados, la entidad    representada por la 

procuradora de los tribunales doña , bajo 

la dirección de la letrada  y el Ministerio 

Fiscal. 

 
Es ponente la Ilma. Sra. Magistrada  

. 

 
I - ANTECEDENTES DE HECHO 

 

Primero.- Por el Juzgado de Primera Instancia nº 3 de los de Ourense, se 

dictó sentencia en los referidos autos, en fecha 31 de enero de 2019, cuya parte 

dispositiva es del tenor literal siguiente: “FALLO: Que debo estimar la demanda 

interpuesta por la Procuradora   , en nombre y 

representación de ., frente a ORANGE SPAGNE, S.A.U. y en 

consecuencia: 1º Se declara que la mercantil demandada, ORANGE SPAGNE S.A.U. ha 

cometido una intromisión ilegítima en el honor de la demandante,  

 al mantener sus datos indebidamente registrados en los ficheros de morosos ASNEF 

EQUIFAX y EXPERIAN BADEXCUG durante al menos DOS MESES (fechas de inclusión 

06.10.2017 y 01.10.2017 respectivamente), condenándola a estar y pasar por ello. 2º-Se 

condena a la mercantil demandada, ORANGE ESPGANE S.A.U., al pago de la cantidad de 

SIETE MIL EUROS a la demandante  en concepto de 

indemnización por daños morales derivados de su indebida inclusión en los ficheros de 

morosos ASNEF EQUIFAX y EXPERIAN BADEXCUG durante al menos DOS MESES 

(fechas de inclusión 06.10.2017 y 01.10.2017 respectivamente). 3º.- Se condena a la entidad 

demandada, ORANGE SPAGNE S.A.U., a llevar a cabo todos los actos necesarios para 

excluir a la demandante  de los ficheros de morosos ASNEF 

EQUIFAX y EXPERIAN BADEXCUG, cancelando la referida inscripción o cualquier otra 

que pudiera existir por estos mismos hechos. Todo ello, con imposición de las costas 

procesales al demandado”. 
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Segundo.- Notificada la anterior sentencia a las partes, se interpuso por la 

representación procesal de la entidad mercantil Orange Espagne S.A.U. recurso 

de apelación en ambos efectos y, seguido por sus trámites legales, se remitieron 

los autos a esta Audiencia Provincial. 

 
Tercero.- En la tramitación de este recurso se han cumplido las 

correspondientes prescripciones legales. 

 
II - FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

PRIMERO.- La parte actora,  ejercita en este 

procedimiento una acción de protección del derecho al honor contra Orange 

Espagne S.A.U, por promover su inclusión en dos registros de solvencia 

patrimonial -ASNEFF EQUIFAX y EXPERIAN BADEXCUG- sin causa legal, 

al ser el crédito inscrito controvertido. La actora reclama por daños morales 

inherentes a la vulneración de su derecho al honor la cantidad de 12.000 €. La 

actora solicitaba también la condena de la demandada a renunciar a su 

reclamación por importe de 1.140,97 €; si bien, renunció a dicha pretensión en el 

acto de la Audiencia Previa. La sentencia de instancia declara la existencia de 

intromisión ilegítima en el derecho al honor derivada de los hechos citados y 

condena a la demandada a indemnizar a la actora en la cantidad de 7.000 € por 

daños morales, así como a realizar las actuaciones necesarias para excluir a la 

actora de los dos ficheros. Orange Espagne recurre exclusivamente el 

pronunciamiento condenatorio a indemnizar a la actora en 7.000 €; considera 

que dicha indemnización es desproporcionada a las circunstancias concurrentes 

(carácter privado de los registros y falta de prueba de que los datos hubiesen 

sido consultados por algún tercero). Recurre igualmente el pronunciamiento en 

costas. Considera que la sentencia ha sido estimada en parte, no sustancialmente, 
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por lo que no debió efectuarse expresa imposición de las mismas. La actora y el 

Ministerio Fiscal solicitan la desestimación del recurso. 

 

SEGUNDO.-El pronunciamiento relativo a que la inclusión de los datos 

de la actora en los dos registros de solvencia patrimonial supuso una intromisión 

ilegítima en el derecho al honor de la demandante ha adquirido firmeza, 

quedando la controversia limitada a determinar si la indemnización por daños 

moral ha sido correctamente fijada. 

El artículo 9.3 de la LOPH presume la existencia de perjuicio siempre que se 

acredite la intromisión ilegítima. Se trata de una presunción “iuris et de iure” (que 

no admite prueba en contrario) de la existencia de perjuicio indemnizable cuando 

se haya producido una intromisión ilegítima en el derecho al honor, como es el 

caso de tratamiento de datos personales en un registro de morosos sin cumplir las 

exigencias que establece la LOPD. No es una presunción “iuris tantum”, como 

parece sostener la apelante; en este sentido se cita la sentencia del TS, Sala de lo 

Civil, número 12/2014 de 22 de enero, y la sentencia de la misma Sala número 

81/2015, de 18 de Feb. La tesis de la apelante/demandada: presunción iuris tantum 

y prueba a cargo del actor por ser la prueba de un hecho negativo una prueba 

diabólica, vaciaría de contenido la previsión del art. 9.3 de la LOPH. 

El artículo 9.3 citado establece que la indemnización se extenderá al daño 

moral y que se valorará atendiendo a las circunstancias del caso y a la gravedad de 

la lesión efectivamente producida, para lo que se tendrá en cuenta en su caso, la 

difusión o audiencia del medio a través del que se haya producido. Estas 

circunstancias no determinan la procedencia de la indemnización, sólo gradúan la 

intensidad de la intromisión y en consecuencia del daño a los efectos de fijar la 

cuantía de la indemnización. 
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La STS 81/2015 DE 18 de Feb., Rec. 247/2014, en relación con el daño o 

perjuicio indemnizable en supuestos de inclusión de los datos de una persona en 

un registro de solvencia patrimonial sin cumplirse los requisitos establecidos por la 

LOPD1, señala: “Este perjuicio indemnizable ha de incluir el daño patrimonial, y 

 

1 
Por lo que se refiere al derecho fundamental a la protección de datos 

de carácter personal, la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, 

solamente lo reconoce a las personas físicas. Así su art. 1 señala que 

"la presente Ley Orgánica, tiene por objeto garantizar y proteger, en lo 

que concierne al tratamiento de los datos personales, las libertades 

públicas y los derechos fundamentales de las personas físicas, y 

especialmente de su honor e intimidad personal y familiar". 

 
Ahora bien el que la LOPD y la legislación que la desarrolla no sean 

aplicables al tratamiento de datos de personas jurídicas no significa que 

el ordenamiento jurídico tolera la inclusión de datos inveraces en los 

llamados registros de morosos relativos a personas jurídicas. Las 

personas jurídicas poseen derechos o intereses legítimos similares al 

honor que son susceptibles de ser protegidos. De hecho, la jurisprudencia 

del Tribunal Constitucional ha ido evolucionando desde posiciones en las 

que no reconocía un derecho al honor a las personas jurídicas (SSTC 

107/1988 (LA LEY 3675-JF/0000) y 121/1989 (LA LEY 555-JF/0000)) hasta 

enfoques más abiertos y flexibles que equiparan el honor de la persona 

jurídica con la «fama» comercial de una empresa o su prestigio ( STC 

214/1991 La Ley 1830-TC/1992 ) yel artículo 5.1 de la LOPJ obliga a los 

Jueces y Tribunales a interpretar las Leyes y reglamentos según los 

preceptos y principios constitucionales, conforme a la interpretación de 

los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el Tribunal 

Constitucional en todo tipo de procesos. 

 
La reputación mercantil u honor del empresario supone el derecho de este 

a su fama y crédito en el giro o tráfico propio de la actividad que 

constituye su objeto, el honor mercantil se identifica con la reputación 

comercial y el prestigio profesional. 

 
Si las personas jurídicas son titulares del derecho al honor, en el 

sentido indicado de prestigio comercial o buen renombre empresarias, es 

consustancial a él que las informaciones referentes a hechos que puedan 
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en él, tanto los daños patrimoniales concretos, fácilmente verificables y 

cuantificables (por ejemplo, el derivado de que el afectado hubiera tenido que 

pagar un mayor interés por conseguir financiación al estar incluidos sus datos 

personales en uno de estos registros), como los daños patrimoniales más difusos 

pero también reales e indemnizables, como son los derivados de la imposibilidad o 

dificultad para obtener crédito o contratar servicios (puesto que este tipo de 

registros está destinado justamente a advertir a los operadores económicos de los 

incumplimientos de obligaciones dinerarias de las personas cuyos datos han sido 

incluidos en ellos) y también los daños derivados del desprestigio y deterioro de la 

imagen de solvencia personal y profesional causados por dicha inclusión en el 

registro, cuya cuantificación ha de ser necesariamente estimativa”. 

Centrándonos en el daño moral, que es el que el que la aquí actora/apelada 

reclama, la STS 12/2014, ya citada, establece que: “sería indemnizable, en primer 

lugar, la afectación a la dignidad en su aspecto interno o subjetivo y en el externo u 

objetivo relativo a la consideración de las demás personas. Para calibrar este 

 

afectarle o dañarse sean veraces.     Es evidente que la inclusión de 

una entidad mercantil en una relación de morosos afecta a su crédito 

comercial y menoscaba, como dice la sentencia del Tribunal Supremo de 2 

de abril de 2001, la estima o aprecio de los demás, disminuyendo la 

confianza de quien con ella contrata, hasta el punto de privarla del 

perfeccionamiento de contratos o de la financiación precisa para la 

consecución de sus objetivos societarios, por tanto, lo informado debe 

ser veraz. Por ello si la información que afecta a una persona jurídica 

incluida en un registro de solvencia económica es inveraz, la persona 

jurídica está protegida en nuestro ordenamiento jurídico al margen de la 

referida LOPD; lo está por la propia normativa protectora del derecho al 

honor: Ley 1/82 y artículo 18 de la Constitución Española. En este 

mismo sentido se pronuncia la STS, Sala Primera, de lo Civil, Sentencia 

614/2018, de 7 Nov., Rec. 884/2018. 
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segundo aspecto ha de verse la divulgación que ha tenido tal dato, pues no es lo 

mismo que sólo hayan tenido conocimiento los empleados de la empresa 

acreedora y los de las empresas responsables de los registros de morosos que 

manejan los correspondientes ficheros, a que el dato haya sido comunicado a un 

número mayor o menor de asociados al sistema que hayan consultado los registros 

de morosos”. La sentencia cita otra de la misma Sala, la núm. 964/2000, que 

declaró que la valoración de los daños morales a efectos de determinar la cuantía 

de su indemnización no pude obtenerse de una prueba objetiva, pero no por ello se 

ata a los Tribunales de Justicia e imposibilita legalmente para fijar su 

cuantificación, a cuyo efecto ha de tenerse en cuenta y ponderar las circunstancias 

concurrentes en cada caso. Se trata por tanto de una valoración estimativa, que en 

el caso de daños morales derivados de la vulneración de un derecho fundamental 

del art. 18.1 de la Constitución, ha de atender a los parámetros previstos en el art. 

9.3 de la LO 1/982 de 5 de mayo, de Protección Civil del Derecho al Honor, a la 

Intimidad Personal y Familia y a la Propia Imagen, de acuerdo con la incidencia 

que en cada caso tengan las circunstancias relevantes para la aplicación de tales 

parámetros, utilizando criterios de prudente arbitrio. 

La STS 65/2015, de 12 de mayo que, en un supuesto de intromisión del 

derecho al honor por tratamiento de datos personales en un fichero de morosos, 

señala que deben tenerse en cuenta como parámetros para fijar la indemnización, 

por hacer referencia a la divulgación que ha tenido el hecho vulnerador del 

derecho al honor, que los datos de los demandantes fueron incluidos 

indebidamente por la demandada en tres registros de morosos, durante un tiempo 

prolongado, y que fueron consultados por terceras entidades. Igualmente la 

sentencia tiene en cuenta que en el caso que resolvía se indemnizaban daños 

patrimoniales difusos y recuerda que la Sala rechaza las indemnizaciones de 

carácter simbólico en la vulneración de los derechos de la personalidad pues 

convertirían la garantía jurisdiccional en un acto meramente ritual o simbólico 
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incompatible con el contenido de los arts. 9.1; 1.1 y 53.2 de la Constitución. En 

esta sentencia -65/2015- la sala estableció una indemnización para cada uno de los 

actores de 10.000 €. La Sala tuvo en cuenta que los datos se habían incluido en tres 

registros, durante un largo periodo de tiempo y a los actores se les indemnizaba 

también daños patrimoniales difusos ya que se les había denegado una serie de 

préstamos lo que produjo que dada su situación económica de 

sobreendeudamiento finalmente perdiesen su patrimonio (aunque en la sentencia 

se deja claro que la pérdida del patrimonio no fue consecuencia de la inclusión de 

los allí actores en los registros). 

En la sentencia 12/2014, el TS fija a favor del allí actor una indemnización 

de 6.000 € por daños morales: En dicha sentencia se tuvo en cuenta que los datos 

personales de los demandantes fueron comunicados a varias empresas, así como 

el quebranto y la angustia producida por el proceso más o menos complicado que 

el afectado tuvo que seguir para la rectificación o cancelación de los datos 

indebidamente incluidos. En la sentencia 81/2015, se vuelve a recordar que 

también es indemnizable el quebranto y la angustia producida por las gestiones 

más o menos complicadas que haya tenido que realizar el afectado para lograr la 

rectificación o cancelación de los datos incorrectamente tratados. 

Para concluir esta reseña jurisprudencial, conviene citar la STS, Sala 

Primera, sentencia 512/2017, de 21 de Sep, Rec. 2192/2016 y las en ella citadas. 

En esta sentencia se reitera la improcedencia de fijar una cuantía indemnizatoria 

simbólica cuando se vulnera un derecho fundamental, ya que en ese caso se priva a 

la condena de su efecto disuasorio. En esta sentencia, la Sala consideró como 

simbólicas la indemnización fijada por la Audiencia Provincial por importe de 

1.500 €, así como la fijada por la misma Audiencia en otra sentencia precedente, 

por importe de 2.000 €. En la sentencia comentada, el T.S. consideró adecuada una 

indemnización de 8.000 €, para ello tenía en cuenta que los datos se incluyeron en 

dos ficheros de morosos, durante un tiempo considerable( nueve y seis meses, 
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respectivamente), que fueron comunicados a varias entidades ( siete visitas por 

siete empresas distintas) y que el actor ejercitó su derecho de cancelación 

oponiéndose la entidad allí demandada, que también era ORANGE, quien 

confirmó la inclusión, pese a la solicitud de cancelación. 

 
TERCERO.- En el supuesto de autos la sentencia de instancia tuvo en 

cuenta para modular la cuantía de la indemnización los siguientes criterios: que los 

datos de la actora fueron suministrados a dos ficheros (ASNEF EQUIFAX y 

EXPERIAN-BADEXCUG) y el número de consultas: 60 entidades, por lo que, 

teniendo en cuenta que la indemnización no puede ser simbólica, considera 

adecuada una indemnización por importe de 7.000 €. 

La recurrente considera que la juzgadora de instancia valoró incorrectamente 

la prueba testifical a cargo de ASNEX EQUIFAX ya que en el informe remitido 

existe un error en el CIF de la actora, por lo que no puede estimarse probado que el 

número de personas que consultaron los datos de la actora fueron 60. 

La recurrida alega que el principio de inmediación recogido en la LEC 

obliga a respetar la valoración realizada por el juzgador de instancia salvo que el 

relato fáctico sea oscuro, impreciso o dubitativo, incompleto, incogruente o 

contradictorio, lo que no ocurre en el supuesto de autos. Considera irrelevante el 

error en el CIF de la actora, ya que en la información remitida por ASNEF, se la 

menciona nominalmente y que, en cualquier caso la indemnización sería 

igualmente procedente aunque no hubiera habido ninguna consulta. 

Es sobradamente conocido que el recurso de apelación es de los llamados 

de plena jurisdicción, por lo que permite a la Sala entrar en el debate de todas las 

cuestiones controvertidas, tanto procesales como de fondo, y dentro de éstas 

tanto la comprobación de la adecuación e idoneidad de la fundamentación 

jurídica que se contiene en la resolución recurrida, como la revisión de la 

valoración probatoria practicada, pudiendo llegar la Sala a idénticas o diversas 
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conclusiones a las mantenidas por el Juzgador a quo. Es cierto que, cuando lo 

que se expone en el recurso de apelación es una discordancia con la valoración 

probatoria efectuada, se viene entendiendo que siempre que el juez de instancia 

motive o razone adecuadamente el proceso valorativo, éste sólo deba ser 

rectificado, cuando en verdad sea ficticio o cuando un detenido y ponderado 

examen de las actuaciones ponga de relieve un manifiesto y claro error del 

Juzgador a quo de tal magnitud y claridad que haga necesaria, con criterios 

objetivos y sin el riesgo de incurrir en discutibles y subjetivas interpretaciones 

del componente probatorio existente en autos, una modificación de la realidad 

fáctica establecida en la sentencia apelada. Es decir, lo que ha de hacer la Sala, 

es dilucidar si los criterios empleados por el juzgador de instancia son 

conciliables con las exigencias de motivación racional contenidas en los 

artículos 9.3 y 120.3 de nuestra Constitución; controlar en definitiva, la 

estructura racional del juicio de hecho. 

En el supuesto aquí examinado, resulta evidente que la juzgadora de 

instancia no valoró correctamente la prueba testifical practicada a ASNEF 

EQUIFAX en lo relativo al número de consultas. No sólo por el error en 

relación con el CIF de la empresa respecto de la cual se solicitó el informe, que 

es el CIF de Orange y no el de la actora como se infiere del propio escrito de 

demanda, sino porque en dicha información se hacer referencia a inscripciones 

que nada tienen que ver con la objeto de la acción, única cuya licitud fue 

examinada en las actuaciones. La inscripción objeto de la acción fue practicada 

en el registro de ASNEF el día 6 de octubre de 2017 y en relación con una deuda 

de 359,80 € (documentación aportada con la demanda). En la información 

remitida por ASNEF no aparece ninguna inscripción con alta en la fecha 

indicada en la demanda ni por el importe de deuda indicado. En el registro 

ASNEF empresas, se citan inscripciones con alta en diciembre de 2016,   mayo 

de 2017, julio de 2017 y 17 de noviembre de 2017 y cuyos importes tampoco 
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guardan relación con la deuda controvertida. La información contenida en el 

anexo de consultas no resulta relevante, ya que no se refiere a la inscripción 

objeto de las actuaciones y que la sentencia consideró que vulneraba el derecho 

fundamental al honor de la entidad actora. 

No se ha practicado ninguna otra prueba, salvo la documental aportada 

por ambas partes. 

En consecuencia, los únicos criterios que han de tenerse en cuenta a fin de 

modular la indemnización son: la inclusión “indebida” de los datos de solvencia 

de la actora en dos ficheros y el tiempo que según se indica en la demanda 

permanecieron inscritos los datos de la actora en los registros (al menos dos 

meses). No consta acreditada ni la fecha de cancelación de los datos, ni que la 

actora hubiese ejercitado con carácter previo a la demanda, el derecho de 

cancelación y que la entidad demandada se hubiese opuesto a ello, ni tampoco 

que ninguna empresa asociada, distinta de la demandada, hubiese consultado los 

datos de la entidad actora. No se alega la existencia de ningún perjuicio 

económico, ni concreto, ni difuso, por lo que el único daño indemnizable es el 

daño moral o, en palabras de la STS 12/2014, la afectación a la dignidad en su 

aspecto interno o subjetivo y en su aspecto externo u objetivo. Dado que este 

último aspecto ha tenido una afectación mínima, pues las únicas personas que 

consta que tuvieron conocimiento de los datos de solvencia indebidamente 

inscritos fueron los que administran los propios ficheros y que el período de 

vigencia de la inscripción que ha de estimarse acreditado es sobre dos meses, se 

estima que la indemnización fijada en la sentencia de instancia, 7.000 €, es 

desproporcionada. Siguiendo el criterio fijado por esta Audiencia Provincial en 

una de sus últimas sentencias sobre la materia (Sentencia 507/2019 de 17 Dic.) 

se considera adecuada a las circunstancias concurrentes una indemnización por 

importe de 3.500 €, por lo que se estima el recurso de apelación en este 

particular. 
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CUARTO.- Finalmente solicita el apelante se deje sin efecto el 

pronunciamiento por el que se le imponen las costas de la instancia. 

El sistema de vencimiento objetivo que rige en materia de costas 

conforme al artículo 394 de la Ley de Enjuiciamiento Civil se complementa con 

la denominada doctrina de la estimación sustancial de la demanda que opera 

como un cuasi vencimiento aplicable únicamente cuando hay una leve diferencia 

entre lo pedido y lo obtenido. 

El Tribunal Supremo ha admitido en relación a la imposición de costas, la 

equivalencia entre la estimación sustancial de la demanda o en lo esencial, con 

la estimación total (Sentencias de Tribunal Supremo de 15 de febrero y 1 de 

marzo de 2017, entre otras). 

La sentencia de 21 de octubre de 2003 señala que el ajuste del fallo a lo 

pedido no ha de ser literal sino sustancial, de modo que, si se entendiera que la 

desviación en aspectos meramente accesorios debería excluir la condena en 

costas, ello sería contrario a la equidad, como justicia del caso concreto, al 

determinar que tuvo necesidad de pagar una parte de las costas quien se vio 

obligado a seguir un proceso para ser realizado su derecho”. 

Ahora bien, no es esta una doctrina general, debiendo excluirse en 

aquellos supuestos en que exista una importante discrepancia económica entre la 

cantidad que se solicita y la que finalmente se concede, según han señalado 

sentencias como las de 18 de diciembre de 2000 y 29 de noviembre de 2002. 

El verdadero interés jurídico del presente procedimiento era, 

independientemente de la declaración de intromisión ilícita en el derecho 

fundamental al honor que constituye la base de la reclamación dineraria, la 

obtención de un resarcimiento económico por importe de 12.000 € así como que 

se declarase la improcedencia de la deuda por importe de 1.140,97 € reclamada 

por la demandada, aquí apelante. Los efectos de la litispendencia (artículo 410 

de la Ley de Enjuiciamiento Civil), se producen con la demanda, sin que afecte, 
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en relación a la cuestión que aquí interesa, que en la audiencia previa se hubiera 

desistido de este último pedimento. 

La pretensión dineraria fue considerablemente reducida en la sentencia de 

instancia (a 7.000 €) y, en esta alzada a 3.500 €; esto es, la cantidad reclamada 

se ha visto rebajada en una suma considerable. 

En consecuencia se trata de una estimación parcial, no sustancial, por lo 

que a tenor de lo establecido en el artículo 394.2 de la Ley de Enjuiciamiento 

Civil,   resulta improcedente del pronunciamiento sobre costas de la instancia, 

que se deja sin efecto, estimándose también en este particular el recurso de 

apelación. 

 
QUINTO.- Estimándose el recurso de apelación no procede efectuar 

expresa imposición de las costas del mismo a tenor de lo dispuesto en el artículo 

398 en relación con el artículo 394, ambos de la LEC. 

Se decreta, de conformidad con la Disposición Adicional 15 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial, la devolución a la recurrente de la totalidad del 

depósito constituido para apelar. 

 
Por lo expuesto la Sección Primera de la Audiencia Provincial pronuncia 

el siguiente 

 
FALLO: Se estima el recurso de apelación interpuesto por la procuradora 

de los tribunales , en representación de la 

entidad mercantil Orange Espagne S.A.U, contra la sentencia de fecha 31 de 

enero de 2019 dictada por el Juzgado de Primera Instancia nº 3 de los de 

Ourense en procedimiento de Juicio Ordinario número 177/2018, Rollo de 

apelación nº 245/2019, que se modifica en el sentido de reducir a tres mil 

quinientos euros (3.500 €) la indemnización  fijada a favor de la actora, la 
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entidad   representada por la procuradora de los 

tribunales doña , y dejar sin efecto el 

pronunciamiento en costas. 

No se efectúa expresa imposición de las costas del recurso. 

 
 

Se decreta la devolución a la recurrente de la totalidad del depósito 

constituido para recurrir. 

 
Contra la presente resolución podrán las partes legitimadas optar, en su 

caso, por interponer el recurso extraordinario por infracción procesal y casación 

por interés casacional, dentro de los veinte días siguientes al de su notificación 

ante esta Audiencia Provincial, sin perjuicio de la suspensión de plazos prevista 

en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, para las materias no esenciales. 

 
Así por esta nuestra sentencia, de la que en unión a los autos originales se 

remitirá certificación al Juzgado de procedencia para su ejecución y demás 

efectos, juzgando en segunda instancia, lo pronunciamos, mandamos y 

firmamos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 

sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 

que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 

las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 

víctimas o perjudicados, cuando proceda. 

 

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 

fines contrarios a las leyes. 




